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Resumen: El ensayo in dica las principales características y avances del proceso de
descentralización de los servicios de agua po ta ble, alcantarillado y saneamiento, que inció en
el estado de México a partir de 1991, subrayando  los problemas de cobertura, administración y 
financiamiento que enfrentan los gobiernos municipales para mejorar la calidad y niveles de
prestación de esos servicios.

Ab stract: The es say de scribes the main char ac ter is tic of de cen tral iza tion pro cess that has
been tak ing place in the state of Mex ico, to im prove the ef fi ciency on the pro vi sion of ur ban
wa ter and sew age ser vices. Also, are es tab lished the ma jor con straints that face lo cal
governments to cor rect the struc tural im bal ance be tween sup ply and de mand.

Introducción

L
a moda de descentralizar los servicios públicos urbanos destaca
por su amplitud y simultaneidad alrededor del mundo, no
obstante la “descentralización” es un concepto que sigue siendo 

polisémico (Coing y Henry, 1991). En México se asocia, básicamente,
con la noción de “municipalización”, que se percibe como un
instrumento para administrar a la ciudad y sus servicios, el cual se
acompaña de un discurso sobre la necesidad de lograr que cada
municipio o ciudad pueda encontrar –idóneamente– la satisfacción de
sus necesidades bajo un esquema de autofinanciamiento, sin eliminar,
al mismo tiempo, la posibilidad de privatizar y disminuir la
intervención del Estado. 

La descentralización de los servicios públicos, en el sentido de
municipalización, se manifiesta claramente a partir de 1983, cuando se
especifican los servicios públicos que estarían bajo la responsabilidad
directa de los municipios. Sin em bargo, las inconsistencias en tre la
capacidad administrativa y financiera, y las funciones que estos tienen
que asumir han profundizado las ineficiencias en la actividad pública
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mu nic i pal, mismas que se manifiestan en: 1) las crecientes brechas
entre oferta y demanda de bienes y servicios públicos y 2) el aumento
en los rezagos y déficits tanto en la infraestructura física y so cial como
en los recursos disponibles para cubrir la demanda de servicios con la
prontitud y calidad que exigen los diferentes grupos sociales, situación
que es particularmente difícil en las unidades territoriales que
experimentan un rápido proceso de urbanización.

En la prestación de los servicios de agua po ta ble, alcantarillado y
saneamiento se pueden identificar problemas de cobertura,
administración y financiamiento, que son comunes a los distintos tipos
de servicios públicos que, de acuerdo con lo establecido en la fracción
III del artículo 115 constitucional, quedan bajo la responsabilidad
directa de los gobiernos municipales.1 La forma y magnitud en que se
manifiestan e interrelacionan estos problemas responden a las
características particulares que presentan los municipios mexicanos.

 El objetivo de este ensayo se orienta en dos sentidos: por una parte,
se busca presentar un pan orama gen eral de la problemática que
enfrentan los municipios del Estado de México, para proveer con la
calidad y prontitud que demanda la población los servicios de agua
potable, drenaje y saneamiento (servicios hidráulicos), y por la otra, se
de scribe y analiza el proceso de descentralización de estos servicios,
que dio inicio en la entidad a partir de 1991.

El documento está dividido en tres par tes: la primera, presenta una
retrospectiva sobre los arreglos institucionales en materia de uso y
aprovechamiento del agua; la segunda, brinda una panorámica sobre
los problemas de cobertura, administración y financiamiento de los
servicios hidráulicos en la entidad, la tercera especifica las
características del proceso de descentralización de los servicios y sus
avances. 

María Soledad Gaytán Olmedo

90

1
La fracción III del artículo 115 constitucional indica que los municipios, con el concurso
de los estados, cuando así fuere necesario y lo determinen las leyes, tendrán a su cargo
los siguientes servicios públicos: agua potable y alcantarillado, alumbrado público;
limpia; mercados y centrales de abasto, panteones; rastro; calles, parques y jardines;
seguridad pública y tránsito, y lo demás que las legislaturas locales determinen según
las condiciones territoriales y socioeconómicas de los municipios, así como su
capacidad administrativa y financiera. (Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 1995, pp. 116-117).



La administración del agua

La competencia de los gobiernos lo cales en la gestión y administración
de los servicios hidráulicos inicia en 1956 cuando se expide la Ley de
Cooperación para la Dotación de Agua Po ta ble a los Municipios, como 
un medio para superar el déficit en la oferta del servicio. Esta ley
constituye el antecedente le gal de los convenios celebrados con los H.
ayuntamientos para la prestación de los servicios de agua po ta ble y
alcantarillado, asimismo, en el marco de esta ley se crean los sistemas
de Administración Directa y los comités municipales de agua po ta ble,
en tre otros organismos. 

En 1959, con el propósito de dar sustento le gal a dichos comités
municipales, la Secretaría de Recursos Hidráulicos (SRH) publicó el
Reglamento de los Comités Administradores de los Sistemas de Agua
Po ta ble. Estos “comités” estaban integrados por habitantes de las
localidades de los municipios y tenían por objeto administrar los
sistemas de agua po ta ble y alcantarillado, sin em bargo, la anarquía que
caracterizó a estos “comités”, así como la aparición de intereses
político-económicos, propiciaron que los sistemas de agua po ta ble de
todo el país no operaran de manera eficiente. 

En 1983, con las reformas al artículo 115 constitucional, la
provisión del servicio de agua po ta ble y saneamiento recae
directamente en los ayuntamientos, sin em bargo, las formas de atender
esta responsabilidad han sido diferentes. En algunas entidades de la
federación –como el estado de Guanajuato–, a partir de 1983, se
crearon organismos con personalidad jurídica y patrimonio propio
para que administraran y operaran sus respectivos sistemas de agua
potable (Arredondo, 1987). En otros, como el Estado de México, los
gobiernos lo cales integraron las funciones de operación y
administración de los sistemas de agua po ta ble y alcantarillado  como
parte de sus  actividades  gen er a les de  gestión   y  administración.2 No
obstante, en ambos casos las atribuciones, funciones y formas de
gestión y administración al in te rior de los gobiernos lo cales han estado
matizados por la gran cantidad de “comités” independientes que aún
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2
Cuando se reformó al artículo 115 constitucional, sólo los municipios de Toluca y
Atlacomulco crearon organismos específicos para la administración de los servicios de
agua potable, drenaje y saneamiento.



siguen operando, así como por las nuevas políticas y disposiciones de
organización institucional, jurídica, fis cal y normativa que en los
últimos años se han dado en materia de usos y aprovechamiento de los
recursos hídricos.

En 1989, para eliminar (o, en el mejor de los casos disminuir) la
dispersión de atribuciones y funciones administrativas en materia de
uso y aprovechamiento del agua, y en consecuencia re solver los
problemas de coordinación, de jerarquías y de competencias que han
caracterizado a la administración del agua, se crea la Comisión
Nacional de Agua (CNA).

La CNA surge como órgano desconcentrado de la Secretaría de
Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH), con competencia directa
para organizar, establecer criterios y administrar las diversas funciones 
que giran en torno a la producción, distribución y consumo del agua en
todo el territorio nacional. Con la nueva administración fed eral y los
vientos que trajo el desarrollo sustentable, en 1994 la CNA cambió del
sec tor agricultura al de la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos
Naturales y Pesca (SEMARNAP). 

La administración de los recursos hídricos la realiza la CNA a través 
de una estructura fuertemente centralizada, integrada por seis
gerencias regionales –cada una agrupa a varios estados de la
república– que dependen de la dirección gen eral. Las gerencias
regionales son las responsables de organizar y coordinar el manejo del
agua, tomando en cuenta la naturaleza re gional del recurso, ya sea por
cuenca hidrológica o por acuífero, lo que sigue generando problemas
de coordinación y competencias debido a que las fronteras
hidrológicas no coinciden con la división política de estados y
municipios. Asimismo, al in te rior de cada entidad federativa existe una 
gerencia estatal que a su vez depende de la gerencia re gional
correspondiente. Las gerencias estatales sirven de enlace con
autoridades estatales y municipales, así como con los representantes de 
los diferentes sectores de la sociedad.

Además de la administración directa a través de la estructura
mencionada, se han integrado Consejos de Cuenca en los ríos Lerma,
Bravo y en la cuenca del valle de México, de la que forman parte el
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Distrito Fed eral (D.F.) y en forma parcial los estados de México,
Hidalgo, Puebla, Tlaxcala y Morelos.3 Estos consejos, como in dica la
Ley de Aguas Nacionales, son instancias de coordinación en tre la
CNA, dependencias federales, estatales y municipales, y
representantes de los usuarios en la cuenca hidrológica. Las tareas que
tienen encomendadas son: coordinar y concertar acciones para el
desarrollo de la infraestructura hidráulica y servicios respectivos,
apoyar la vigilancia del ordenamiento y con trol del agua, así como la
regularización de usuarios. 

Igualmente, la Ley de Aguas Nacionales y su reglamento, otorga a
la CNA atribuciones para expedir Normas Oficiales Mexicanas
(NOM) en los términos de la Ley Fed eral sobre Metrología y
Normalización, referente a la conservación, seguridad y calidad en la
explotación, uso, aprovechamiento y administración de las aguas
nacionales.4 También para reforzar a la CNA como autoridad ejecutiva
en la materia y tener un mecanismo de con trol de usuarios se creó el
Registro Público de Derecho del Agua (REDPA), que es uno de los
principales instrumentos para facilitar la introducción de mecanismos
de mercado tendientes a propiciar un uso más eficiente del agua,
impulsar la participación del sec tor privado en la construcción y
operación de la infraestructura hidráulica del  país. 

En el ámbito mu nic i pal la creación del REDPA significó que cada
municipio debería reg is trar sus fuentes de abastecimiento, para
regularizar el uso  de  aguas  nacionales,  zonas federales, así como   la
construcción, operación o uso de la infraestructura hidráulica,   la
descarga  de aguas residuales a  cuerpos  receptores  propiedad   de   la
nación y garantizar jurídicamente sus derechos. No obstante, el
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3
Cabe señalar que en estas cuencas existen problemas de contaminación y competencia 
por el uso del agua, tanto superficial como subterránea.

4
Las normas oficiales mexicanas que se han expedido en materia de agua son:
NOM-001-CNA-1995 que especifica los requerimientos de hermeticidad de los sistemas 
de alcantarillado sanitario, la NOM-002-CNA-1995 especificaciones y métodos de
prueba en toma docimiciliar para el abastecimiento de agua potable y la
NOM-001-ECOL-1995 que establece los límites máximos permisibles de
contaminantes en la descarga de aguas residuales en aguas y bienes nacionales, para
el contenido específico de las normas, ver la página electrónica de la Comisión Nacional
del Agua en http://www.cna.gob.mex/SGAA/home.html/



proceso para incorporar a los usuarios al régimen que establece la Ley
de Aguas Nacionales, ha presentado las siguientes dificultades:

• Los trámites para tit u lar a los nuevos usuarios o regularizar a los que
ya están utilizando el recurso, son lentos y complejos.

• Los usuarios irregulares no manifiestan interés en regularizarse, en
virtud de que son acreedores a sanciones por no contar con
autorización para usar o descargar agua.

•  Los usuarios carecen de los documentos que establece la Ley de
Aguas Nacionales y su reglamento como acreditamiento de la
personalidad, antigüedad del aprovechamiento, etcétera.

• Los usuarios de escasos recursos, principalmente agrícolas,
señalaban que no podían pagar el costo de los trámites, ni el importe
de las sanciones (Programa Hidráulico, 1995).

Para atender esta problemática, el 11 de octubre de 1995 se
publicaron en el Diario oficial de la federación tres decretos
presidenciales que otorgan facilidades administrativas y fiscales a
usuarios de aguas nacionales y sus bienes inherentes. El escaso éxito
que tuvo la regularización de usuarios –por su carácter
autodeclarativo–, llevaron en 1996 a brindar una nueva prórroga que
tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 1998.5 

También, se realizaron reformas a la Ley Fed eral de Derechos, con
el fin de que los usuarios no paguen el costo del trámite por inscribirse
en el REDPA y facilitarles la obtención de la seguridad jurídica en el
uso del recurso. A los usuarios de escasos recursos como los del sec tor
agropecuario, comunidades rurales con menos de 2 500 habitantes y a
los organismos operadores que sirven a poblaciones menores de 2 500
habitantes, se les eximió del pago de los servicios de trámite para
obtener sus títulos de concesión o permiso para utilizar aguas
nacionales, zonas federales y la descarga de aguas residuales a cuerpos
receptores propiedad de la nación, con el fin de facilitar la
regularización le gal de dichos documentos (Programa Hidráulico,
1995).
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5
Para una información detallada sobre los términos de estos decretos consultar Diario
oficial de la federación, del 11 de octubre de 1995 y del 11 de octubre de 1996.



La administración del agua en el Estado de México

El alto grado de concentración económica y poblacional en el valle de
México y la consecuente problemática para el abasto de agua po ta ble,
así como la política de desarrollo por cuencas hidrológicas que se
inició en 1950, dieron origen a la Comisión Hidrológica para la Cuenca 
del Valle de México que más tarde (1972) cambiaría de nombre a
Comisión de Aguas del Valle de México (CAVAMEX), delegándosele 
la responsabilidad de la administración y abastecimiento de agua a la
zona metropolitana de la ciudad de México (ZMCM), con lo que al
mismo tiempo, obtuvo facultades extraordinarias para explotar y
operar las baterías de pozos que satisfacen la demanda de agua de la
ZMCM, mismas que se  ubican en diferentes  áreas
político-administrativas.6 En el Estado de México, la CAVAMEX
explota y op era la batería de pozos que integran el sistema Lerma,7 por
lo que ni la Comisión de Aguas del Estado de México (CEAS), ni los
gobiernos municipales tienen injerencia en la explotación y operación
de los pozos que integran ese sistema.8
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6
En el estado de Hidalgo la CAVAMEX realiza la explotación de pozos entre Pachuca y
Tizayuca; nueve de estos pozos, representaban en 1991, 76% del agua que se distribuía 
en Pachuca bajo la competencia de la Comisión de Servicios Públicos (COSEPU), la
intervención de estas dos instancias en la dotación del servicio ha creado problemas de
coordinación, de jerarquías y de competencia (Vargas, 1991:36)

7
La construcción del sistema Lerma dio inicio en 1966 con la formalización de un
convenio que autoriza al Departamento del Distrito Federal, para que con la
correspondiente intervención de la Secretaría de Recursos Hidráulicos (SRH),
efectuara las obras necesarias para el aprovechamiento de las aguas subterráneas de
la cuenca del río Lerma, en el Estado de México, para satisfacer la demanda de carácter
urbano del Distrito federal, a pesar de que un año antes de la firma de este convenio
(1965), la SRH había decretado veda por tiempo indefinido para el alumbramiento de
aguas del subsuelo. (Ver Gaytán, 1996).

8
Esta situación ha generado serios problemas para la administración y gestión del
servicio de agua potable. En el municipio de Lerma, donde se localizan la mayor parte de 
los pozos del sistema, la población se niega a pagar los derechos correspondientes, ya
que argumentan que en el convenio donde se autorizó la explotación del acuífero al
Departamento del Distrito Federal (DDF) quedó establecido que estarín exentos del
pago por tiempo indefinido. Ello ha significado serias limitaciones para que el organismo
operador amplíe su área de influencia. Sin embargo, dicho convenio no contiene ningún
punto que especifique tal situación, sólo se mencionan las obras de infraestructura y



Desde su creación en 1974, la CEAS en su carácter de órgano
auxiliar de la administración pública estatal, se convirtió en la instancia 
estatal normativa para la prestación de los servicios de agua po ta ble,
alcantarillado y saneamiento, tomando a su cargo la administración y
operación de los sistemas de agua po ta ble y alcantarillado de los
municipios más importantes del estado. Aún después de las reformas al 
artículo 115 constitucional, siguieron recayendo en la CEAS las
funciones de producción que incluyen la exploración, detección,
extracción, bombeo, conducción, operación, construcción y
tratamiento de los sistemas de agua po ta ble, así como la medición del
consumo y su facturación, mientras que la recaudación de los derechos
por el servicio de agua po ta ble quedo a cargo de las tesorerías de cada
uno de los ayuntamientos de la entidad.

Esta situación se mantuvo sin cambio hasta que en 1990 se vuelve a
hacer énfasis a nivel nacional en la importancia de descentralizar los
servicios a los ayuntamientos como un medio para: 

• Mejorar cuantitativa y cualitativamente los servicios de
abastecimiento de agua po ta ble, alcantarillado y saneamiento,
abatiendo los rezagos existentes y ampliando la cobertura de los
servicios. 

• Profundizar en la descentralización de los servicios mediante la
creación y/o consolidación de organismos operadores municipales,
regionales –intermunicipales– y estatales con carácter
descentralizado, buscando su autonomía técnica, administrativa,
operativa y financiera, para que sean capaces de operar y mantener
los servicios eficientemente.

• Apoyar la adecuación y fortalecimiento institucional de las
dependencias gubernamentales involucradas y la consolidación de
los organismos operadores responsables de la administración y
operación de los servicios.

• Contribuir a mejorar las condiciones del ambiente dando prioridad a
las acciones que aminoren el impacto ambiental negativo
(Secretaría de Programación y Presupuesto et al., 1991: 3-4).
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Los lineamientos de estrategia para el logro de estos objetivos, se
sustentaron en la consolidación de los organismos operadores en el
marco de la descentralización y concertación so cial, por lo que se
planteó la reducción de instancias administrativas, el reforzamiento de
la rectoría en el nivel cen tral, la adecuación del marco jurídico y el
establecimiento de un sistema financiero adecuado. 

Actualmente, la política ambiental para un crecimiento sustentable,
del Plan nacional de desarrollo, 1995-2000, in dica que el uso eficiente 
del agua y su abastecimiento para todos los mexicanos es una
prioridad, por lo que para hacer frente a la creciente demanda de agua
para consumo humano y otros usos, se permitirá que empresas privadas 
participen directamente en la prestación de los servicios, se incentivará 
el desarrollo de empresas del agua, se extenderán y fortalecerán los
organismos responsables de la prestación de los servicios de agua
potable, alcantarillado y saneamiento, se fomentará la diversificación
de inversiones en los distritos de riego y se ampliará la integración de
consejos por cuencas hidrológicas (Presidencia de la República, 1995:
72).

Los servicios hidráulicos en el Estado de México

Cobertura

La creciente demanda de agua po ta ble y eliminación de las aguas
servidas, se asocia directamente al crecimiento in dus trial y urbano que
ha registrado la entidad desde los años cincuenta. 9 El sistema de
ciudades del Estado de México, ha evolucionado a partir de la
transformación de las actividades económicas de la entidad y del
impacto que esta transformación ha tenido sobre la organización del
territorio. El acelerado proceso de conurbación con la ciudad de
México que acompañó al crecimiento in dus trial, ha propiciado una
profunda diferenciación y desigualdad en tre regiones de la entidad,
polarizando el desarrollo ter ri to rial del estado.
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9
A partir de 1950 se inicia la industrialización del valle Cuautitlán-Texcoco y en menor
grado la del valle Toluca-Lerma, así, desde finales de la década de los cincuenta los
municipios de Naucalpan, Tlalnepantla y Ecatepec comenzaron a crecer
aceleradamente como consecuencia de una importante expansión de la industria
manufacturera. (Ver Gobierno del Estado de México, 1993).



El patrón de asentamientos humanos se caracteriza por presentar
dos zonas de alta concentración económico-demográfica: la primera,
es la zona conurbada con la ciudad de México (ZCCM) donde se
concentra casi 70% de la población estatal y 71.6% de las viviendas
particulares habitadas,10

  la segunda es el sistema urbano del valle
Toluca-Lerma (SUVTL) donde habita 11.3% de la población del
estado y se localiza 10.6% de las viviendas;11 mientras que 19.6% de
los habitantes y 17.8% de las viviendas registrados en 1995, se
encuentran dispersos en los restantes 82 municipios, mismos que para
efectos de este ensayo se les de fine como resto del estado.

De los 2 millones 437 mil 704 viviendas particulares habitadas
registradas en 1995 en la entidad, 92.2% disponían del servicio de agua 
po ta ble y 85.1% contaban con drenaje. Si bien los indicadores estatales 
reflejan avances en los niveles de cobertura respecto a los registrados
en 1990,12 persiste una profunda diferenciación en tre áreas urbanas y
rurales. La ZCCM y el SUVTL presentan los mejores niveles de
cobertura de agua po ta ble y drenaje, no obstante, en ambos casos, la
disponibilidad del servicio de agua po ta ble dentro de la vivienda (56.9
y 60.2%, respectivamente), muestra los esfuerzos que aún se tienen
que realizar para mejorar la calidad en la prestación de este servicio.
Asimismo, se puede decir que el servicio de drenaje presenta una mejor 
cobertura, debido al porcentaje de viviendas que están conectadas a la
red pública (88.9 y 86.8%, respectivamente), a pesar de ello, los
rezagos todavía son considerables si se atiende la proporción de
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10
En 1995 el Estado de México registró una población de 11 millones 707 mil 964
habitantes, lo que lo convirtió en la entidad más poblada del país. De esta población 8
millones 100 mil 608 habitantes residían en los 28 municipios conurbados a la ciudad de
México (Acolman, Atizapán de Zaragoza, Coacalco, Cuautitlán, Chalco, Chicoloapan,
Chimalhuacán, Ecatepec, Huixquilucan, Ixtapaluca, Naucalpan, Nezahualcóyotl,
Nicolás Romero, La Paz, Tecámac, Tepotzotlán, Texcoco, Tlalnepantla, Tultitlán,
Cuautitlán Izcalli, Atenco, Chiautla, Chiconcuac, Melchor Ocampo, Teoloyucan,
Tezoyuca, Tultepec y Valle de Chalco Solidaridad. Ver Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática, 1996).

11
El sistema urbano del valle Toluca-Lerma está integrado por 12 municipios: Toluca,
Metepec, Lerma, Ocoyoacac, Almoloya de Juárez, San Mateo Atenco, Tenango del
Valle, Xonacatlán, Capulhuac, Mexicalcingo, Tianguistenco y Zinacantepec. (Ver
Gobierno del Estado de México, 1986).

12
Las viviendas con agua entubada sumaban 85.1% y las que disponían de drenaje 74%.
(Ver Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, 1991).



viviendas que están conectadas a fosa séptica y las que cuentan con
desagüe a río, grieta o barranca. Este problema es particularmente
grave en la ZCCM donde el número de viviendas bajo estas
condiciones representa un poco más del 60% del to tal estatal (ver
cuadros 1 y 2).

Los niveles de cobertura y disponibilidad de los servicios de agua
po ta ble y drenaje en los 82 municipios definidos como resto del estado, 
son más críticos, especialmente, en relación con la proporción de
viviendas que cuenta con el servicio de agua po ta ble fuera de la
vivienda pero dentro del terreno (66%) y respecto a las viviendas que
están conectadas a fosa séptica y aquellas que tienen desagüe a río,
grieta o barranca (cuadros 1 y 2).

Descentralización de los Servicios de Agua Po ta ble,
Drenaje y Saneamiento en el Estado de México

99



La desigualdad en la provisión de los servicios no sólo se refleja en
los niveles de dotación de infraestructura y equipamiento, sino también 
en los niveles de disponibilidad y uso del recurso. En los municipios
que conforman la conurbación con el Distrito Fed eral, se abastece 71%
del suministro to tal del estado, a pesar de ello, el déficit en los 17
municipios más poblados de los 28 que integran la ZCCM, es de 3.5
met ros cúbicos por segundo (m3/seg), aunque la dotación me dia de
agua po ta ble en estos municipios es de 200 litros/habitante por día
(LHD). En el resto de la entidad, incluido el SUVTL, se registra un
déficit de 2.5 m3/seg. La dotación me dia en el SUVLT oscila en tre 175
y 200 LHD y para el resto del estado desciende hasta 120 LHD en los
centros urbanos (cabeceras municipales) y 70 LHD en las zonas rurales 
13 (Gobierno del Estado de México, 1993). 

La prin ci pal problemática que enfrenta el uso y aprovechamiento
del recurso se deriva del elevado consumo y bajo nivel de reuso,
producto de la escasa infraestructura para el tratamiento de las aguas de 
desecho (sólo 7% del cau dal de aguas residuales domésticas e
industriales es tratado y reciclado), generación de al tos niveles de
contaminación y presión sobre la disponibilidad del agua por la
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excesiva concentración sec to rial y re gional de la demanda (Gobierno
del Estado de México, 1993). 

Administración

Dentro de los problemas de tipo administrativo, destaca la carencia de
per sonal capacitado para la conservación, mantenimiento,
rehabilitación, operación y administración de los sistemas hidráulicos,
así como la ausencia de tecnologías modernas, amén de los vacíos de
tipo le gal o normativo. Igualmente, existe discrepancia en tre las
disposiciones jurídicas federales y estatales, lo que dificulta la
coordinación interinstitucional y la interpretación y cumplimiento de
las leyes en la materia.

Los problemas administrativos que tienen un fuerte impacto en el
monto de recursos captados por la prestación de los servicios, se
refieren por una parte, a la carencia de padrones de usuarios
actualizados y completos, así como a prácticas de facturación y
cobranza ineficientes, y por la otra, a las restricciones que enfrenta la
autoridad mu nic i pal para acceder a estos recursos, debido a la
permanencia de innumerables “comités de agua po ta ble
independientes", incluso en aquellos municipios que cuentan con
organismos operadores. Esta situación, además de propiciar que la
autoridad mu nic i pal tenga un escaso o nulo con trol respecto, por
ejemplo, al número de tomas domiciliarias o volúmenes de consumo;
significa que los recursos captados por la prestación de los servicios
(cuando existen) no ingresen a las arcas municipales, lo que gen era una
mayor carga financiera sobre los gobiernos lo cales, ya que la
ciudadanía responsabiliza a la autoridad lo cal por el mantenimiento,
rehabilitación y ampliación de la red a pesar de la permanencia de los
“comités”. 

Otro aspecto que afecta directamente la calidad de los servicios que
se ofrecen, se refiere a la marcada tendencia que tienen los gobiernos
municipales para distraer los recursos generados por la prestación de
los servicios (derechos), hacia la ejecución de obras o acciones que no
tienen nada que ver con el mejoramiento de los servicios de agua
potable o drenaje. Esta situación se manifiesta, sobre todo, en aquellos
municipios donde los derechos se integran a la bolsa gen eral de la
tesorería.
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Financiamiento

El financiamiento de los servicios es un problema que tiene varias
aristas. Un lugar común lo constituye el con tinuo reclamo de los
gobiernos lo cales respecto a lo escaso de los recursos económicos
disponibles, para proveer los servicios públicos que están bajo su
responsabilidad con la prontitud y calidad que demanda la población.
En el centro de este argumento se encuentran los diversos de bates, que
en los últimos años se han hecho sobre la distribución de los recursos
fiscales. Sin em bargo, sin ánimo de minimizar la importancia de contar 
con una distribución más equitativa de los recursos fiscales, a
continuación únicamente se hará referencia a los problemas de
tarifación, que limitan la capacidad de los ayuntamientos para alcanzar
un equilibrio financiero, cuando menos en los costos de operación de
los servicios hidráulicos.

En el Estado de México la Ley de Ha ci enda Mu nic i pal (1997a)
indica en su artículo 84 que se causarán y pagarán los derechos
previstos por la prestación de los siguientes servicios: suministro de
agua po ta ble; suministro de agua en bloque proporcionada por
autoridades municipales o sus descentralizadas a fraccionamientos o
unidades habitacionales, comerciales o industriales; autorización de
derivaciones de la toma de agua; conexión a los sistemas de agua
potable y drenaje; establecimiento de los sistemas de agua po ta ble y de
alcantarillado en fraccionamientos, unidades habitacionales,
comerciales o industriales; conexión de la toma para suministro de
agua en bloque a nuevos fraccionamientos, unidades habitacionales,
comerciales o industriales proporcionado por autoridades municipales
o sus descentralizadas; recepción de los caudales de aguas residuales
para su tratamiento o manejo ecológico; y reparación de aparatos
medidores de consumo de agua.

La estructura de cuotas y tarifas por la prestación de estos servicios
en la entidad presenta múltiples problemas. Por un lado, la ausencia de
criterios y lineamientos discriminatorios claros para determinar el
monto a cubrir por los usuarios de los servicios se asocia directamente
al escaso o nulo conocimiento de los costos implicados en la
generación de infraestructura, operación y mantenimiento de los
servicios. Por ejemplo, las tarifas y cuotas a cubrir por el suministro de
agua po ta ble se definen con base en tres criterios: el primero está dado
por el tipo de municipio (grupo A y B), sin que se especifique cuáles
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fueron los parámetros para clasificar a los municipios en cada uno de
los grupos, ni por qué el grupo A tiene que cubrir cuotas y tarifas más
altas.14 El segundo, es por tipo de usuario, sin em bargo, sólo se
distingue en tre usuarios domésticos y no domésticos, olvidando la
necesaria diferenciación en tre usuarios comerciales e industriales,
especialmente, si se quiere que las tarifas y cuotas reflejen el costo
marginal en el uso del recurso. El último criterio, se puede decir está
dado en función del volumen de consumo, sin em bargo, debido al
escaso número de tomas que cuentan con aparatos medidores de
consumo de agua, se utilizan otros indicadores tales como diámetro de
la toma y tipo de vivienda.

Otro tipo de problemas tienen su origen en lo complejo de la
estructura de cuotas y tarifas, así como su necesaria adecuación a las
condiciones y características de la prestación de los servicios en los
municipios, lo cual hace que las políticas establecidas para el cobro de
los servicios de agua po ta ble, drenaje y saneamiento, sean muy
heterogéneas. Para efectos de este artículo, basta señalar que para el
ejercicio fis cal de 1998, por el servicio de suministro de agua po ta ble
para uso doméstico no medido, por ejemplo, en el municipio de
Chicoloapan la cuota bimestral es de $80.45 en las áreas donde el
servicio de agua po ta ble es permanente y de $51.60 donde existe
tandeo (o suministro ir reg u lar del servicio), sin importar el tipo de
vivienda, volumen consumido o diámetro de la toma (Gobierno del
Estado de México, 1998f). En el municipio de Teotihuacán se
considera una cuota única de $479.55 con diferentes tipos de ajustes,
así la promoción (sic) de enero a marzo de 1998 incluye descuentos del
20% para los usuarios en gen eral, 30% para pensionados y jubilados y
50% para usuarios con credencial del Instituto Nacional de la Senectud
(INSEN), y de abril a diciembre sólo se cancela el descuento otorgado a 
los usuarios en gen eral (Gobierno del Estado de México, 1998e). En el
municipio de Valle de Chalco Solidaridad hasta el 30 de junio de 1998
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Los municipios del grupo A son Atizapán de Zaragoza, Coacalco, Cuautitlán, Cuautitlán
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Chalco Solidaridad, mientras que en el grupo B se encuentran los restantes 98
municipios de la entidad. (Ver Gobierno del Estado de México, 1997).



la tarifa única para el público en gen eral es de $255.55, mientras que
para pensionados, jubilados, viudas, per so nas de la tercera edad y
minusválidos la tarifa es de $178.88. Asimismo, para atender a la
población que no cuenta con el servicio a través de la red pública, el
precio por tambo de 200 litros es de un peso y para la venta a tanques
cisterna el precio por metro cúbico es de tres pe sos (Gobierno del
Estado de México, 1998h).

En municipios como Naucalpan, Malinalco, Coacalco, Metepec,
Valle de Bravo y Toluca, las tarifas para uso doméstico no medido
están definidas con base en el diámetro de la toma y tipo de vivienda. Si
bien la clasificación de las viviendas responde a las características
específicas de cada uno de los municipios, también es cierto que no se
indican los parámetros que sirvieron de base para hacer dicha
clasificación. Ello hace suponer que –a reserva de un estudio más
detallado– se puedan encontrar viviendas del mismo tipo con
diferentes tarifas, además esto representa problemas para hacer un
estudio comparativo. Por ejemplo, en la tab la 1 no se incluyó al
municipio de Toluca debido a que en éste las viviendas se clasifican
como: pop u lar baja ur bana, pop u lar me dia, pop u lar alta, residencial
baja y residencial me dia alta.

Asimismo, a excepción de Naucalpan y Malinalco, las tarifas están
estipuladas en número de salarios mínimos vigentes de la zona
económica a la cual pertenece el municipio (ver tab la 1). Esta situación
si bien se puede aludir a la necesidad de establecer un justo equilibrio
en la distribución de los costos del agua, en hogares con ingresos
diferentes, deja de lado la tan deseada “recuperación de los costos” o la
relación en tre los gastos y ganancias del sistema, e impone serias
restricciones sobre la capacidad financiera tanto para disminuir el
déficit en la cobertura de los servicios hidráulicos, como para atender
la demanda futura, logrando un uso eficiente y equitativo del recurso;
particularmente, en términos de la conservación y protección de las
fuentes de abastecimiento.

Al respecto, A. Nickson (1996) sugiere que las cuotas y tarifas se
determinen no sólo sobre la base del costo de recuperación, sino
también respecto al costo mar ginal de su oferta a largo plazo (long-run
mar ginal cost  of  sup ply),  mismo  que debe ser considerablemente
ajustado para incorporar los costos y beneficios ambientales, lo que
supondría mayores car gos para los usuarios del servicio, situación que
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debe analizarse sobre todo por los efectos que esto representaría para la 
población de bajos ingresos, que por cierto es la que obtiene menos
beneficios de los subsidios que el Estado destina para la prestación de
estos servicios, debido a su escaso acceso a la infraestructura y
equipamiento. La mayor parte de los estudios realizados en otras
ciudades de los países en desarrollo, revelan que los gastos mensuales
por concepto de agua representan un porcentaje de  ingreso mayor para
los pobres que para los ricos (Crane, 1994; Bahl y Linn, 1992; Nickson, 
1996).

Los problemas de financiamiento del servicio de agua po ta ble
derivados tanto de la estructura tarifaría, como de los problemas de tipo 
administrativo que enfrentan las autoridades lo cales, tienen un efecto
de cascada ya que afecta también a los gobiernos estatal y fed eral.
Cuando los usuarios no pa gan sus cuentas (situación que es muy
frecuente), el municipio u organismo no puede pagar por el suministro
de agua en bloque a la Comisión Estatal de Agua y Saneamiento
(CEAS) y en consecuencia el estado también se ve en dificultades para
pagar a la Comisión Nacional del Agua (CNA) el suministro de agua en 
bloque, los derechos de uso y aprovecha- miento de las aguas
nacionales, así como las contribuciones de mejoras para obras públicas 
federales en infraestructura hidráulica.

 Para intentar sanear las finanzas estatales y municipales es
frecuente que se pongan en marcha diferentes subsidios. En 1997 el
gobierno fed eral reintegró al estado y municipios 50% de los pagos
hechos por concepto de suministro de agua po ta ble en bloque, 60% de
los derechos por uso y aprovechamiento de las aguas nacionales, así
como las contribuciones de mejoras para obras públicas federales en
infraestructura hidráulica. Estas acciones representaron 453 millones
de pe sos a fa vor del erario estatal y mu nic i pal (Gobierno del Estado de
México, 1998i).

Es importante señalar que el 21 de mayo de 1996, el gobernador del
estado sometió a la LII Legislatura del estado la iniciativa de ley, para
crear el organismo público descentralizado denominado Comisión de
Agua del Estado de México (CAEM). De aprobarse esta iniciativa el
patrimonio de la Comisión Estatal de Agua y Saneamiento (CEAS)
pasará a formar parte de esta nueva comisión. Con esta iniciativa
parecería que sólo se pretende rebautizar a una dependencia, sin
embargo, si se aprueba esta iniciativa la CAEM –a diferencia de la
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CEAS– tendrá el carácter de autoridad fis cal, con lo que se abre la
posibilidad de que pueda exigir el pago de los créditos fiscales
derivados de los derechos de agua po ta ble, alcantarillado y
saneamiento no cubiertos, por medio del procedimiento administrativo 
de ejecución, en los términos que dispone el Código Fis cal Estatal y
Mu nic i pal,15 es decir, estará facultada para embargar bienes que cubran 
el monto de los adeudos y en su caso llevarlos a remate.

Proceso de descentralización 

Prácticamente un año después de que se dio a conocer el Programa
Nacional de Agua Po ta ble y Alcantarillado, en enero de 1991, el
gobierno del Estado de México adoptó esta política fed eral, y dio inicio 
a la descentralización de los servicios de agua po ta ble y alcantarillado.

El proceso de descentralización se fundamenta en la creación de un
organismo público descentralizado de carácter mu nic i pal, que como
parte del sec tor administrativo auxiliar de los ayuntamientos, asume la
responsabilidad mu nic i pal para administrar y operar los servicios de
agua po ta ble, alcantarillado y saneamiento. El sistema organizacional
observa como premisa básica lograr la autosuficien- cia financiera de
los organismos operadores de los servicios, a través de aplicar “lo del
agua al agua”, es decir, reinvertir los recursos económicos captados por 
la prestación de los servicios.

La descentralización se ha dirigido básicamente a los municipios
que por sus características demográficas, económicas y de prestación
de los servicios, ofrecen mayor garantía de éxito. De los 122
municipios que integran el estado, sólo 37 han descentralizado los
servicios. Es decir, a casi ocho años de haber comenzado el proceso
apenas 30.3% de los municipios han sido eco de la política estatal y
nacional (anexo 1). No obstante, en los municipios de Zumpango,
Amecameca, Santa María Rayón y Polotitlán, el organismo operador
aún no entra en funciones, a pesar de que la Legislatura lo cal aprobó la
creación de los respectivos organismos.
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Esquema normativo

En un primer momento, la descentralización quedo bajo la
responsabilidad del organismo estatal prestador del servicio, la CEAS,
y de la Coordinación Gen eral de Apoyo Mu nic i pal (del Estado de
México), fue la instancia responsable de promover la creación de los
organismos operadores en tre los municipios del estado. De manera
paralela, con el propósito de establecer el marco jurídico que
permitiera llevar a cabo el proceso de descentralización, el Ejecutivo
estatal sometió a la LI Legislatura del estado la iniciativa de Ley de
Organismos Públicos Descentralizados de Carácter Mu nic i pal para la
Prestación de los Servicios de Agua Po ta ble, Alcantarillado y
Saneamiento, misma que fue aprobada y publicada en 1991.

Al aprobarse y publicarse la ley en la materia, se hace una
reestructuración orgánica del sec tor hidráulico del gobierno del estado, 
por lo que en abril de 1992 dentro de la Secretaría de Desarrollo
Urbano  y  Obras  Públicas,  se  crea  la   Subsecretaría         de
Infraestructura Hidráulica, que a su vez se integra por la Dirección
Gen eral del Programa Hidráulico; la Dirección Gen eral de
Coordinación con Organismos Operadores (DGCOP); y la CEAS
como un órgano auxiliar descentralizado del gobierno estatal.

La DGCOP sustituye en las funciones a la Coordinación Gen eral de
Apoyo Mu nic i pal, pero además de la promoción de los organismos
operadores en tre los municipios del estado, se le asigna como tarea
fundamental vigilar el desarrollo y consolidación de los organismos
operadores, constituyéndose así, en la instancia estatal directamente
responsable del proceso de descentralización de los servicios.

En términos normativos, la ley en la materia, in dica que para la
creación de los organismos se requiere contar con: a) acuerdo del
cabildo; b) estudio de factibilidad operativa efectuado por el
organismo estatal prestador del servicio (CEAS), y c) la autorización
de la Legislatura lo cal. El procedimiento para obtener cada uno de
estos requisitos es el siguiente:

a) Aprobación del cabildo. El presidente mu nic i pal somete a la
consideración del cabildo la creación del organismo operador,
quien analiza la propuesta y en caso de ser aprobada queda
asentada en el acta correspondiente. 
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b) Estudio de factibilidad operativa. El propósito de este estudio es
determinar si desde el punto de vista técnico, administrativo,
financiero y político, el municipio que ha decido descentralizar
los servicios tiene capacidad para cubrir inicialmente los gastos
de operación. Para ello se realiza un diagnóstico de las
condiciones hidráulicas del municipio, que incluye la
identificación de las fuentes de abastecimiento del municipio,
sus volúmenes de producción, la infraestructura y equipamiento
(tanques de regularización y distribución, líneas de conducción y 
distribución, condiciones de las redes y cobertura), de las
características y condiciones del padrón de usuarios, la
evolución de la cobranza, el procedimiento que se sigue para la
lectura, facturación y recaudación, las condiciones del rezago,
los recursos humanos con que cuenta, así como los sistemas de
información y su nivel de automatización. Igualmente se
detectan los comités de agua que existen en el municipio, a fin de
determinar la cobertura ter ri to rial que tendrá del organismo
operador. 

c) Autorización de la Legislatura del estado. La iniciativa de
creación del organismo operador se envía a la Legislatura lo cal
por conducto del Ejecutivo estatal. Al in te rior de la Cámara de
Diputados, el presidente de la Cámara presenta en pleno la
iniciativa de creación del organismo operador y de ahí se turna a
la Comisión Hidráulica, que es la responsable de analizar la
documentación y si se considera necesario realizan sesiones con
los responsables de las áreas como es el di rec tor gen eral de la
Coordinación de Organismos Operadores, la autoridad
municipal, y el per sonal de CEAS que realizó el dictamen del
estudio de factibilidad.

Una vez analizada la información, la comisión informa sobre las
conclusiones a las que llegó y nuevamente en pleno la Legislatura
emite su voto. En caso de ser aprobada la creación del organismo, el
decreto correspondiente debe ser publicado en el periódico oficial del
gobierno estatal.

Descri to de esta  forma,  parecería  que el  proceso de
descentralización fluye como un río de racionalidad administrativa que 
en su cause no encuentra obstáculos, no obstante la realidad es otra. El
abanico de problemas que enfrenta el proceso de descentralización es
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muy amplio, sin em bargo, se puede dividir en dos grandes grupos: el
primero se relaciona con la creación de los organismos operadores, es
decir, con la toma de decisiones por parte de los ayuntamientos para
descentralizar los servicios, y el segundo, tiene que ver con el inicio de
operación, desarrollo y consolidación de los organismos.

 En el primero destacan los siguientes aspectos:

a) Resistencia al cambio: manifiesta en la existencia de
ayuntamientos que no pretenden realizar ninguna acción que
altere lo establecido por las anteriores administraciones.

b) Ambiente político: existen presidentes municipales que
consideran que la creación de un organismo operador en su
municipio causaría conflictos socio-políticos y como
consecuencia inestabi- lidad .

c)  Comités independientes: la existencia de comités de agua, donde
los particulares administran el servicio, ha favorecido que se
establezcan cotos de poder, lo que ha propiciado que el
ayuntamiento eluda cualquier enfrentamiento.

d) El agua como fuente de ingresos: la recaudación por la prestación
del servicio, a pesar de todas las restricciones administrativas
que conlleva, es una fuente de ingresos importante para el
municipio, que al integrarse a la bolsa gen eral de la tesorería, se
desvía hacia la realización de obras que “sí se ven” o que “visten” 
a la administración lo cal (tales como: guarniciones y banquetas,
pavimentación de calles, rehabilitación de equipamiento, etc.),
dejando de lado la rehabilitación y mantenimiento de los
servicios hidráulicos.

e) Cri sis económica: actualmente, la autoridad mu nic i pal
argumenta que por la cri sis económica, no cuenta con recursos
suficientes para apoyar la creación del organismo operador, ya
que esto representa un gasto que repercute en las finanzas
municipales.

f) Eludir la responsabilidad: la autoridad mu nic i pal tiene la idea
errónea de considerar que la descentralización a través de la
figura de un organismo operador le desvincula de la
responsabili- dad en la prestación de los servicios (Gaytán,
1996).
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En el segundo grupo de problemas, el prin ci pal obstáculo que se
debe salvar es la puesta en marcha del organismo operador. En este
sentido, si bien la aprobación por parte de la Legislatura lo cal, significa 
formalmente que a partir de ese momento el organismo
descentralizado asume la responsabilidad mu nic i pal para administrar y 
operar los servicios, también es cierto que las acciones que se deben
realizar para poner en operación a los organismos descentralizados no
son tan simples, debido a que el protocolo para proceder a la
descentralización involucra una serie de acuerdos en tre: a) la autoridad 
lo cal y la CEAS, para la asignación de los bienes que constituyen la
infraestructura hidráulica que estará bajo la administración del
organismo descentralizado para la prestación de los servicios, y b)
entre la autoridad lo cal y el organismo operador para la transferencia
de recursos humanos, materiales y financieros del ayuntamiento al
organismo.16

El talón de Aquiles para el desarrollo y consolidación de los
organismos operadores, la constituyen por una parte, el desarrollo de
sistemas comerciales eficientes, por lo que la mayor parte de las
acciones se han dirigido a actualizar y depurar el padrón de usuarios,
así como a introducir sistemas de información automatizada, y por la
otra el fortalecimiento de los sistemas financieros, especialmente,
cuando los pasivos por concepto de energía eléctrica, servicio de la
deuda pública o de agua en bloque son importantes. 17 

Cabe destacar que, para apoyar a los organismos operadores en el
inicio de operación, desarrollo y consolidación, la DGCOP en su
calidad de instancia responsable del proceso de descentralización de
los servicios en la entidad realiza diversas actividades, mismas que se
detallan en el anexo 1.
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En el municipio de Lerma, mediante el decreto número 80, la LI Legislatura del Estado de 
México aprobó el 15 de abril de 1992 la creación del Organismo Público Descentralizado 
para la Prestación de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento
(OPDAPAS), pero el protocolo de desincorporación de los servicios tomó casi seis
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1996).
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En noviembre de 1996 el gobierno estatal otorgó al municipio de Tlalnepantla un
subsidio por la cantidad de 45 millones 912 mil 82 pesos (corrientes), correspondiente al
adeudo que se tenía con CEAS, hasta el mes de marzo de 1996, por el suministro de
agua potable en bloque (Gobierno del Estado de México, 1998c).



Características, funciones y atribuciones de los organismos operadores

La ley en la materia menciona que:

... los organismos operadores como parte del sector administrativo auxiliar de
los ayuntamientos, asumen la responsabilidad municipal para organizar y tomar 
a su cargo la administración, funcionamiento, conservación y operación de los
servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, dentro de los límites de
su circunscripción territorial...(Gobierno del Estado de México, 1997b).

Las restricciones que implica la permanencia de los “comités de
agua po ta ble” son múltiples y variadas. Por una parte, constituyen un
fac tor pri mor dial que la autoridad mu nic i pal debe considerar an tes de
tomar la decisión de descentralizar los servicios, debido a los posibles
conflictos sociales y políticos que una decisión de este tipo puede
generar, especialmente, cuando la población del municipio no está
“acostumbrada” a pagar por los derechos de agua po ta ble. Por la otra,
una vez constituidos los organismos operadores, los “comités”
representan un serio obstáculo para que los organismos aumenten su
área de influencia, lo que finalmente afecta a los usuarios, ya que con
ello se re duce la posibilidad de que cuenten con más y mejores
servicios. En el municipio de Lerma, las localidades de San Mateo
Atarasquillo y San Pedro Tultepec, que suman casi 30% de la
población mu nic i pal no están integradas al padrón de usuarios del
ODAPAS y en el municipio de Toluca el organismo sólo atiende a la
ciudad de Toluca (Gaytán, 1996).

Para el cumplimiento de sus fines los organismos tiene personalidad 
jurídica, patrimonio propio, autonomía en el manejo de sus recursos y
el carácter de autoridades fiscales municipales, de conformidad con el
Código Fis cal Mu nic i pal y demás leyes fiscales municipales relativas.
En términos operativos, el carácter de autoridad fis cal significa que los
organismos operadores tienen atribuciones para determinar créditos
fiscales, recargos, sanciones pecuniarias y demás accesorios legales en 
términos de la legislación aplicable y exigir su cobro incluso a través
del procedimiento administrativo de ejecución (vía coactiva). Hasta el
momento, la vía coactiva, no se ha aplicado a usuarios de tipo
doméstico, sin em bargo, su aplicación a usuarios no domésticos ha
demostrado las bondades de este procedimiento para reducir el monto
de los rezagos y el número de usuarios morosos, que constituyen dos de 
los principales problemas que tiene que enfrentar la autoridad
municipal. 
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La administración de cada uno de los organismos está a cargo de un
consejo directivo y un di rec tor gen eral. El consejo directivo es la
máxima autoridad de los organismos y en tre su facultades se
encuentran: determinar las políticas, normas y criterios técnicos de
organización y administración que orientarán las actividades del
organismo; revisar y aprobar los programas de trabajo y el presupuesto
gen eral, otorgar o revocar el nombramiento del di rec tor gen eral, así
como aprobar en su caso, la obtención de los créditos necesarios para
cumplir con sus objetivos, en tre otras. Los miembros de este consejo
son designados por el ayuntamiento a propuesta del presidente
municipal y de acuerdo con la ley en la materia debe estar integrado
por:

• Un presidente, que es el presidente mu nic i pal;

• Dos representantes del ayuntamiento, uno de los cuales funge como
vicepresidente a designación del ayuntamiento, para suplir en sus
ausencias al presidente,

• Tres vocales, que se nombran a propuesta de las organizaciones
vecinales, comerciales, industriales, o de otro tipo, que sean
usuarios del servicio (Gobierno del Estado de México, 1997b).

Dentro del consejo directivo, usualmente, fungen como
representantes del ayuntamiento los regidores que tienen a su cargo las
comisiones de agua po ta ble y de obras públicas. 

La participación ciudadana, a través de vocales de los usuarios,
aunque representa un avance para vincular a la población en el proceso
de toma de decisiones, es a todas luces insuficiente, sobre todo, en
aquellos municipios donde todavía existen “comités” independientes
de agua po ta ble, ya que esta estructura propicia cierto alejamiento y
renuencia de las localidades que mantienen “comités” independientes
a quedar integradas dentro del padrón de usuarios de los organismos.
Esta situación además de provocar deseconomías de escala, representa
una fuerte presión para la autoridad mu nic i pal, ya que sobre ella se
sigue imponiendo la responsabilidad de mejorar la prestación de los
servicios en las localidades que quedan fuera de la influencia o área de
acción del organismo operador.

La estrecha vinculación que mantienen los organismos operadores
con la administración cen tral (mu nic i pal), ha propiciado que los
cuadros administrativos de los organismos tengan la misma movilidad
que los de las administraciones municipales, afectando su capacidad
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operativa y administrativa. Una muestra representativa de esta
situación la constituye el organismo operador del municipio de Lerma,
donde al entrar la nueva administración mu nic i pal (1997-1999), fueron 
removidos de su cargo desde el di rec tor gen eral hasta per sonal
operativo como secretarias, volviéndose estériles los esfuerzos que a lo 
largo de la administración an te rior se realizaron para capacitar al
personal en áreas como atención a los usuarios, manejo de sistemas y
procedimientos, así como la capacitación que a través del “aprender
haciendo” (learn ing by do ing), se había logrado.

Aun cuando en México esta situación puede considerarse como
“usual” o incluso “nor mal” dentro de la administración pública
municipal, refleja uno de los mayores problemas que al in te rior de la
administración pública del país será necesario modificar a mediano y
largo plazos. En el ámbito de los gobiernos lo cales, dado el periodo de
vigencia de las administraciones (tres años), quizá sea más urgente
redoblar los esfuerzos para establecer el servicio civil de carrera, por lo
menos, en las áreas que ya se han identificado como “cuellos de
botella”, como lo es la prestación de los servicios básicos, a fin de estar
en posibilidad de brindar los servicios con la calidad y prontitud que
demanda la población.

Conclusiones

Uno de los mayores retos que enfrenta el país es asegurar que las aguas
nacionales sean aprovechadas en forma eficiente y equitativa,
promoviendo, al mismo tiempo, la conservación y protección de las
fuentes de abastecimiento. Para enfrentar este reto, las acciones del
Estado asumen formas contradictorias. Se hace parecer como si
actualmente se asistiera a un cambio rad i cal de relación
centro-periferia (poder cen tral-poder lo cal) y de relación en tre gestión
ur bana y poder lo cal, apariencia cuestionable si se considera el papel
que desempeña la Comisión Nacional del Agua en la gestión y
administración de los recursos hídricos del país. En este estado de
cosas, como indican Coing y Henry (1991: 13) “...no se puede más que
lamentar el enorme déficit de reflexión e innovación en relación a la
forma en que deben articularse centralización y descentralización; y
criticar la muy frecuente reducción mistificadora que pretende que
forzosamente debe elegirse en tre una y otra”.
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El proceso de “redimensionamiento” del Estado a través de la
transferencia de áreas clave de la económica, ocurre no sólo a través de
la “privatización” de empresas productivas, sino también en las esferas 
relacionadas con los medios de consumo colectivo, como lo son los
servicios públicos. Desde 1983, con las reformas al artículo 115
constitucional, se nota una clara tendencia a transferir funciones y
responsabilidades a los municipios, sin considerar los efectos que estas 
medidas tendrán al in te rior de las administraciones lo cales,
especialmente, en relación con las inconsistencias en tre la capacidad
administrativa y financiera de los municipios y las funciones que éstos
tienen que asumir para cubrir la demanda de servicios públicos urbanos 
con la prontitud y calidad que exige la población. Los diferentes
esfuerzos que se han realizado para aumentar la capacidad de gestión
de los gobiernos lo cales, han tenido un efecto multiplicador bajo. Los
problemas de cobertura, administración y financiamiento que afrontan
los gobiernos lo cales para proveer de forma eficiente y eficaz los
servicios públicos bajo su responsabi- lidad, sólo son la punta del
iceberg de la compleja realidad que día a día viven las administraciones 
lo cales.

Las políticas que se han propuesto para mejorar la prestación de los
servicios hidráulicos han dado mayor peso a los aspectos
político-administrativos del problema, es decir, se han centrado en la
percepción de las  necesidades ,  la  toma de decis iones
técnico-productivas, las estructuras de organización y participación
ciudadana. No obstante, en esta última los ca na les de participación (a
reserva de un estudio más detallado) parecen mantener una
dependencia partidista, que no se ha podido desvincular de las
prácticas clientelares tradicionales. En este sentido, habrán de
analizarse nuevas formas de participación que respondan no sólo a la
base so cial de la que parten, sino al proceso de integración en tre
fracciones e intereses distintos que buscan respuesta a sus propuestas y
que desarrollan formas participativas para lograrlo.

El proceso de descentralización de los servicios de agua po ta ble,
alcantarillado y saneamiento, a través de la figura de un organismo
operador de carácter mu nic i pal, ha integrado un modelo
organizacional que propicia la autosuficiencia técnica, administrativa,
operativa y financiera para la prestación de estos servicios, los
problemas político-administrativos que su instrumentación lleva
implícitos se manifiestan como una de sus principales limitantes. Así
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por ejemplo, uno de los problemas administrativos que es urgente
atender es evitar la extrema movilidad de los cuadros administrativos,
principalmente de mandos medios y superiores, que generalmente
están asociados a los periodos administrativos del gobierno mu nic i pal.

Para alcanzar alternativas de solución que tengan un mayor impacto 
en la problemática, que presenta la provisión de los servicios
hidráulicos, es necesario analizar desde una perspectiva
multidiciplinaria aspectos tales como los elementos socioeconómicos
que determinan la demanda y oferta de los servicios tanto con fines
productivos (actividades agrícolas, industriales y de servicios) y
habitacionales, a la luz de los desequilibrios regionales que
caracterizan a la entidad, no sólo en términos de los niveles de
cobertura de la infraestructura ru ral-ur bana de los servicios, sino
también en relación con los efectos ambientales que su uso inadecuado
ha generado, como lo es la degradación de la cuenca del río Lerma.
Igualmente, es necesario una aproximación transversal que no separe a
los servicios unos de otros, ni a éstos de las funciones urbanas y
sociales, en este sentido, un punto que se da por hecho pero que no se ha 
explorado de forma suficiente es la relación en tre la carencia y/o poca
calidad de los servicios de agua po ta ble, drenaje y saneamiento con el
proceso de salud-enfermedad, y por tanto de los requerimientos en la
provisión de servicios de salud y de las políticas para suministrarlos. 

Un segundo elemento que se debería introducir al análisis es el
tecnológico, aquí será necesario reflexionar sobre la tecnología
disponible para producir los servicios y su impacto ecológico, así como 
la viabilidad técnica de alternativas de producción y sus implicaciones
organizativas, administrativas y/o culturales, en tre otras. Con ello se
estaría en posibilidad de generar proyectos de inversión viables en
aquellas áreas o regiones que por la ausencia de economías de escala y
de aglomeración ven reducidas sus posibilidades de atención. 

Finalmente, es importante indicar que, dentro de los elementos
político-administrativos a corto y mediano plazos será necesario
revisar dos aspectos fundamentales, el primero tiene que ver con las
alternativas y tendencias en la gestión de los servicios,
particularmente, frente a una mayor participación del sec tor privado y
la ciudadanía, y el segundo se refiere al financiamiento de los servicios, 
que necesariamente debe introducir el análisis de las tarifas y cuotas,
así como el del uso de créditos externos. 
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